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Conforme al Artículo 34(b) del Reglamento del Mecanismo de Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción Transparency International-USA (TI-USA) presenta la siguiente respuesta al cuestionario de evaluación que ha de ser considerado por el Comité de Expertos.  Las contribuciones a este documento provienen, entre otras personas, de Leslie Benton, TI-USA, Beth Daley, Directora de Investigaciones, y Scott Amey, Asesor Jurídico General, Proyecto sobre Supervisión del Gobierno (www.pogo.org); Patricia Wittie, asociada del estudio jurídico Oldaker, Biden & Belair, LLP (www.obblaw.com); y miembros del Colegio de Abogados de los Estados Unidos, Sección de Derecho Internacional de Iniciativas contra la Corrupción y Comité de Cuestiones de Cumplimiento de Normas (http://www.abanet.org/dch/committe.cfm?com+IC700600).


Estamos deseosos de presentar estas y otras conclusiones a la reunión que mantendrá el Comité de Expertos con la Sociedad Civil el 23 de junio de 2008.  Para obtener información adicional sobre este informe puede acudirse a los suscriptos.  
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CAPÍTULO PRIMERO 

SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)
 2.  
Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado
a.  ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado? 

El Gobierno de los Estados Unidos es el mayor adquirente de bienes y servicios del mundo.  Su presupuesto anual para adquisición de bienes y servicios totaliza aproximadamente US$400.000 millones (y va en aumento), y el número de contratos independientes supera los ocho millones por año.
  Esas cifras demuestran de por sí que las posibilidades de corrupción son, en teoría, sustanciales.  La realidad es que la gran mayoría de esos contratos se ejecutan lícitamente y en pleno cumplimiento de todas las leyes y reglamentos aplicables.  Pese a los casos de corrupción sumamente visibles a los que se hace referencia más abajo, los abogados especializados en esta esfera concluyen que el muy reducido número de procesamientos penales, en comparación con el enorme número de contratos, da fe de la idoneidad del marco jurídico y de la integridad global del proceso.  


Como lo ilustra la descripción siguiente, el proceso es considerablemente transparente.  Estados Unidos mantiene un sistema general de leyes y reglamentos sobre adquisiciones.  Las principales disposiciones legales son las enunciadas en el título 41 del Código de los Estados Unidos, y los principales reglamentos de aplicación figuran en el título 48 del Código de Reglamentos Federales (al que aquí se hace mención como “FAR”).  Esos estatutos y reglamentos se aplican en todas las esferas de Gobierno
 y abordan todos los aspectos de las adquisiciones, incluidas licitaciones y llamados de precios; calificación de licitantes y oferentes; evaluación de propuestas; tipos de contratos; adjudicaciones; desempeño; consideraciones de costos y precios; modificaciones durante el desempeño, y terminación.  


Conforme a la ley, el FAR es emitido y mantenido por un Consejo formado por el Administrador de la Oficina de Política Federal de Adquisiciones; el Secretario de Defensa y los Administradores de la Administración Nacional de Aeronáutica y del Espacio y la Administración de Servicios Generales, o quienes ellos designen.  Se permite a los diferentes organismos dictar normas complementarias del FAR exclusivamente para atender necesidades singulares del organismo.  Regularmente se utiliza un proceso transparente de elaboración de normas mediante notificación pública y recepción de comentarios del público para enmendar y actualizar el FAR a fin de atender nuevos requisitos legales, cuestiones que se plantean en el curso de litigios o iniciativas de políticas que emanan de la Administración coetánea.  

En el marco del FAR, para promover una amplia competencia se impone a los organismos del Poder Ejecutivo la obligación de definir sus necesidades del modo menos restrictivo posible.  Se los exhorta a definir el desempeño que esperan, en lugar de solicitar determinado producto, para que los licitantes y oferentes puedan proponer soluciones contrapuestas.  

Salvo en caso de emergencias o cuando el valor de una adquisición propuesta sea muy reducido, los organismos deben dar a conocer públicamente y por anticipado todos los bienes y servicios que necesitan, estableciendo sus requisitos y enunciando las bases que se utilizarán para evaluar las propuestas y realizar una adjudicación.  Sólo podrán adjudicarse contratos de suministro de bienes y servicios que cumplan esos requisitos publicitados, y sólo a contratistas probadamente “responsables”.  Un hecho notable es que a esos efectos se define como contratista ‘responsable’ a aquel que, entre otras cosas, tiene antecedentes de integridad y ética de negocios satisfactorios y un historial de desempeño satisfactorio.  En algunos casos se permite la precalificación de licitantes y oferentes; más notablemente en casos de grandes contratos de construcción y obras públicas, o cuando es especialmente difícil fabricar un producto conforme a las especificaciones requeridas.  

Los oferentes insatisfechos pueden impugnar los términos de un llamado o de cualquier adjudicación, presentando una “protesta” ante el organismo adquirente; ante la Oficina de Responsabilidad Gubernamental (“GAO”, en sus siglas en inglés); o ante la Corte de Reclamaciones Federales de los Estados Unidos.  La mayoría de las protestas se presentan en la GAO, que informa que en el ejercicio de 2006 alrededor del 29% de las protestas en que se adoptaron decisiones sobre el fondo del asunto se resolvieron a favor de los impugnantes, y que en un 10% adicional de los casos el reclamante obtuvo del organismo adquirente algún tipo de reparación.
  Aunque el mecanismo de protestas es imperfecto, brinda un nivel de transparencia útil en el proceso de selección de fuentes.

El precio debe ser uno de los factores de evaluación en todas las adquisiciones, y cuando es el único factor, las ofertas se abren en público.  Cuando el precio es tan sólo de varios factores que han de considerarse, los oferentes presentan sustanciales propuestas “técnicas” escritas, y se les permite solicitar que esas propuestas sean objeto de un trato confidencial; en ese caso sólo se da a conocer públicamente la propuesta ganadora o la parte pertinente de la misma.  Cuando es necesario adjudicar un contrato sin un precio fijo firme por existir incertidumbres con respecto al desempeño requerido (por ejemplo cuando se requiere una labor de investigación y desarrollo en un nuevo ámbito), el Gobierno está facultado para realizar auditorías antes y después de la adjudicación, para establecer si los precios cobrados por el contratista son justos y razonables.  

Todas las solicitudes y contratos deben incluir ciertas condiciones estándar que la ley requiere.  Entre las condiciones preceptivas de los contratos que ayudan a prevenir la corrupción figuran las que – 


• prohíben la colusión de ofertas


• prohíben el pago de sobornos o dádivas a personal gubernamental

• prohíben el pago de honorarios contingentes por la obtención de un contrato, salvo cuando el receptor sea un empleado o agente de buena fe del vendedor

• prohíben el pago de coimas al subcontratista, o el pago de coimas por parte de éste

• imponen la obligación de dar a conocer determinados pagos efectuados para influir o intentar influir sobre cualquier funcionario federal en relación con la adjudicación de un contrato, y prohíben la utilización de fondos apropiados para realizar esos pagos

• prohíben la divulgación, antes de la adjudicación de un contrato, de (a) información sobre la oferta o propuesta de un contratista, o (b) información sobre la selección de fuentes por parte de cualquier funcionario federal que tome parte en la adquisición

• prohíben a toda persona no autorizada por la ley recibir, antes de la adjudicación de un contrato, (a) información sobre la oferta o propuesta de un contratista, o (b) información sobre la selección de fuentes, por parte de cualquier persona

• prohíben las conversaciones sobre empleo entre un oferente y un funcionario de un organismo que esté participando personal y sustancialmente en un proceso de adquisición correspondiente a un contrato para cuya adjudicación esté compitiendo el oferente

Estos requisitos se basan principalmente en leyes penales que figuran en el título 18 del Código de los Estados Unidos o en disposiciones de la Ley de Integridad en las Adquisiciones, 41 U.S.C. § 423.  Rigen diversas sanciones penales, civiles y administrativas por infracción de normas, tales como “la exclusión” de contratistas cuya conducta delictiva o fraudulenta demuestre que carecen sustancialmente de integridad.  La exclusión es una sanción administrativa que impide a un contratista realizar ventas a los Estados Unidos por un período de hasta tres años.  Además se autoriza a los organismos, en ciertos casos de conducta impropia del contratista, a rescindir un contrato o reclamar la reducción del precio contractual.  

Cuando los funcionarios de adquisiciones del Gobierno incurren en actos de conducta impropia, como soborno o negociación consigo mismo, son objeto de procesamiento penal, como lo demuestran varios recientes casos muy notables.
  Aunque el número de esos procesamientos es muy reducido en comparación con el de los promovidos cada año  por el Gobierno de los Estados Unidos, los abogados del sector coinciden en que lo reducido de las cifras es la expresión del  adecuado funcionamiento del sistema.


No obstante, como en todo sistema, existe margen para lograr mejoras.  Dos ámbitos causan especial preocupación.  El primero es el de la suficiencia de la supervisión de los contratos y contratistas que tienen a su cargo, conforme a la ley, la planificación, definición, adquisición y supervisión del desempeño de todos los contratos de adquisiciones.  El segundo es el aparente estancamiento, o quizá reducción de la competencia en virtud de la modificación de las características de los vehículos de adquisiciones que los organismos públicos utilizan con mayor frecuencia.  Como la competencia abierta es tan importante para la integridad de cualquier sistema de adquisiciones, la disminución de la competencia debe ser objeto de una detenida vigilancia.

Fuerza de trabajo de adquisiciones.  En un estudio reciente
 se llegó a la conclusión de que los organismos públicos no habían realizado una adecuada planificación del capital humano para la adquisición de personal.  El resultado parece ser la disminución del número de funcionarios calificados y adecuadamente capacitados disponibles para la realización de la planificación y supervisión de contratos por un monto anual de US$400.000 millones.  De hecho, una reciente encuesta sobre las aptitudes de los funcionarios de adquisiciones, realizada por la Oficina de Política Federal de Adquisiciones y el Instituto Federal de Adquisiciones, indica claramente que el personal existente preferiría recibir más y mejor capacitación en ámbitos específicos relacionados con gestión y administración de contratos, aptitudes para la negociación, utilización de sistemas de medición de desempeño y adquisiciones basadas en el desempeño.
  La misma encuesta confirma también el hecho de que los niveles de dotación de personal de esos cargos están disminuyendo y que es probable que la reducción prosiga, quizás en extraordinaria medida.  

Un número insuficiente de funcionarios de adquisiciones suele dar lugar a una inadecuada supervisión de los contratos y los contratistas.  Un caso elocuente fue el de los problemas recientemente denunciados con respecto a la contratación para la guerra de Iraq.
  La Oficina del Inspector General Especial para la Reconstrucción de Iraq (“SIGIR”, en sus siglas en inglés) ha publicado numerosos informes en que se ponen de manifiesto los riesgos de fraude y abuso vinculados con una insuficiente supervisión de contratos.
  También señaló, como fuente de preocupación, diferencias entre los procedimientos de contratación de los organismos ejecutores.
  Ambas cuestiones deberían ser expeditivamente investigadas y atendidas.  

La SIGIR está trabajando en conjunción con otros organismos que toman parte en actividades de supervisión en Iraq, como la Oficina del Inspector General del Departamento de Defensa, el Departamento de Seguridad Interior (DHS, en sus siglas en inglés), la Oficina Federal de Investigaciones (“FBI”, en sus siglas en inglés) y el Grupo de Trabajo contra el Fraude en las Adquisiciones Nacionales del Departamento de Justicia, para coordinar y mejorar las investigaciones sobre fraude en las adquisiciones.
  Esa labor ha arrojado algunos resultados positivos.  La SIGIR da cuenta de que al 30 de octubre de 2007 había iniciado 52 investigaciones, 30 de las cuales están siendo llevadas adelante por el Departamento de Justicia.  También ha suspendido a 17 compañías y personas y excluido a diez.
 

La eficacia de la SIGIR pone asimismo de manifiesto la necesidad de una función de inspector general independiente y plenamente financiada.  Nos ocupamos de este tema infra, en el punto 10.  

Reducción de la competencia.  La competencia es una piedra de toque de cualquier sistema de adquisiciones que trate de ser justo, transparente y eficiente.  No obstante, el hecho de que desde hace 20 años el Gobierno de los Estados Unidos utilice en medida creciente “vehículos de contratación” pluriinstitucionales
 puede haber reducido la competencia.  

El Panel Asesor sobre Adquisiciones llegó a la conclusión de que ello puede obedecer a problemas sobre la manera en que el personal del Gobierno utiliza el proceso de adjudicación de órdenes de tareas y de entrega en el marco de esos vehículos, y que quizá no conoce los fundamentos jurídicos o los requisitos procesales aplicables.  De hecho, el resultado puede ser la disminución de la competencia real correspondiente a adquisiciones por un volumen considerable de dinero.  

El sistema de adquisiciones de los Estados Unidos podría mejorarse a través de una mejor supervisión de los vehículos de contratos pluriinstitucionales, que utilizan un sistema de órdenes de tareas o suministros para adquirir bienes y servicios; mayor transparencia en la adjudicación de órdenes de tareas y mejor aplicación de los requisitos sobre competencia relacionados con esas órdenes.  

Tercerización.  Algunos comentaristas han planteado preocupaciones sobre insuficiente observancia del FAR cuando se tercerizan adquisiciones.  Estados Unidos tiende cada vez en mayor medida a dejar de lado responsabilidades y cometidos de supervisión en materia de adquisiciones a través de contribuciones genéricas del país a diversas iniciativas mundiales en que la supervisión en esa materia es más débil.  A falta de un diligente examen por parte de Estados Unidos aumentan las posibilidades de existencia de relaciones que permitan influir sobre los resultados de la contratación.  Además los contratistas contratados para sustituir al personal de adquisiciones no están sujetos a las normas sobre ética de funcionarios, por no tratarse de empleados del Gobierno.  Este es un ámbito que merece atención.

CAPÍTULO SEGUNDO

SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)
a.  ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción incluyendo la protección de su identidad? 

Estados Unidos tiene un amplio sistema de mecanismos de protección legales, incluidas la Ley de Reforma del Servicio Civil (“CSRA”, en sus siglas en inglés) y la Ley de Protección de Informantes Confidenciales (“WPA”, en sus siglas en inglés) para los empleados del Gobierno federal que denuncian supuestos casos de fraude y corrupción.  La Ley Sarbanes-Oxley, de 2002, amplió significativamente la protección para los informantes confidenciales del sector privado.  Esas leyes protegen a quienes de lo contrario podrían sufrir represalias.  Pese a la amplitud de ese marco las entidades que trabajan en la protección de los informantes confidenciales encuentran que en la práctica podrían mejorarse algunos sistemas de protección.

Empleados federales


La Oficina del Asesor Jurídico Especial (“OSC”, en sus siglas en inglés) de los Estados Unidos, creada por la CSRA y cuya autorización ratificó la WPA, tiene como misión principal proteger de represalias a los empleados federales y a los aspirantes a empleo federal que hayan formulado denuncias.
  La OSC recibe, investiga y promueve el procesamiento frente a denuncias de represalias, y trata de que las víctimas reciban reparaciones, como pagos retroactivos y reubicación en virtud de lesiones experimentadas y otras quejas.  También está autorizada a presentar reclamaciones ante la Junta de Protección de Sistemas de Mérito, que es el organismo autorizado a entender en reclamaciones de informantes confidenciales, promover medidas disciplinarias contra las personas que cometan actos de represalia.  La OSC brinda un canal seguro a través de su Unidad de Denuncias a los trabajadores federales que deseen dar a conocer información sobre diversos actos impropios cometidos en los lugares de trabajo, incluidos actos de corrupción.  La OSC permite a los funcionarios civiles optar por denunciar anónimamente casos de corrupción, aunque en virtud de la ley la OSC está facultada para prescindir de ese anonimato en el caso inusual de que el Asesor Jurídico Especial llegue a la conclusión de que existe peligro inminente para la salud y la seguridad pública o violación de la legislación penal.


Si bien la OSC tiene un historial exitoso, según un informe de 2005 del Servicio de Investigaciones del Congreso de los Estados Unidos “[l]a sanción de leyes de derechos legales para los informantes confidenciales y el establecimiento de nuevos organismos de ejecución para proteger esos derechos no ha generado los mecanismos de protección que algunos esperaban”.


Los mecanismos de protección de los informantes confidenciales que aplica la OSC no alcanzan a algunos empleados de seguridad nacional federal, como los del DHS,
 la Agencia Central de Inteligencia (“CIA”, en sus siglas en inglés), el FBI y la Agencia de Seguridad Nacional (“NSA”, en sus siglas en inglés).
  Los informantes confidenciales de esos organismos están sujetos a reglamentos y procedimientos, en algunos casos son mutuamente incompatibles,
 que les conceden menos protección que a otros empleados federales.


Se están considerando en el Congreso reformas tendientes a reforzar este régimen.  En marzo de 2007 la Cámara de Representantes de los Estados Unidos sancionó leyes encaminadas a (1) ampliar la protección a los informantes confidenciales de servicios de seguridad nacional; (2) ampliar la protección a empleados de contratistas del Gobierno, y (3) aclarar la definición de “revelación protegida”.
  Está a consideración del Senado un proyecto de ley al respecto.


Históricamente, los informantes confidenciales del sector privado gozaban de una protección más o menos amplia de la legislación estatal.  La Ley Sarbanes-Oxley, de 2002 (Ley Sarbanes-Oxley),
 amplía la protección federal para los informantes confidenciales, haciéndola aplicable a empleados de compañías que cotizan en bolsa (sujetas a la jurisdicción de la Comisión de Valores y Bolsas), que lícitamente proporcionen pruebas de fraude a sus supervisores, organismos federales reguladores o de aplicación coercitiva de leyes, o Miembros del Congreso.
  Los empleados que crean haber sido objeto de represalias o discriminación en virtud de sus denuncias pueden presentar una reclamación ante el Secretario de Trabajo, cuya decisión puede luego ser recurrida ante una corte de distrito, para promover un juicio por jurado.  La Ley Sarbanes-Oxley constituye un importante paso para establecer los derechos de los informantes confidenciales en el sector privado.

Inspectores Generales


La Ley de Inspectores Generales de 1978 (“Ley de IG”)
 crea una red de vigilantes de organismos para ayudar al Congreso a detectar casos de corrupción, derroche, fraude y abuso de poder en el sector público.  Las Inspecciones Generales reciben información de informantes confidenciales y tienen acceso a todos los registros y documentos de los organismos.  Dan cuenta de los resultados de su labor, en el ámbito externo al Congreso y en la esfera interna a los jefes de sus organismos.  Las IG han actuado con eficacia de costos en la lucha contra la corrupción en el sector público.

No obstante, en los últimos años algunos integrantes de la sociedad civil y del Congreso han planteado preocupaciones con respecto a la independencia de los IG frente a interferencias surgidas en el interior de sus propios organismos.  Los Inspectores Generales designados en virtud de la enmienda de 1988 a la Ley de IG son designados y declarados cesantes por las propias autoridades máximas de sus entidades y no por el Presidente, y no están sujetos a confirmación del Senado.
 


Es esencial que los IG sean independientes para resultar eficaces.  A través de leyes sancionadas por la Cámara de Representantes de los Estados Unidos se lograrían mejoras en cuanto a independencia e integridad del sistema de IG haciendo que esos funcionarios sólo puedan ser declarados cesantes en caso de fraude y estableciendo una entidad independiente que investigue alegaciones de que los IG han abusado de la confianza pública.
  Ese proyecto de ley está ahora a consideración del Senado.  

Ley de Reclamaciones Falsas

Conforme a la Ley de Reclamaciones Falsas (“FCA”, en sus siglas en inglés),
 una ley de la era de la Guerra Civil, toda persona que tenga pruebas de fraude cometido en contratos y programas del Gobierno puede demandar, en nombre del Gobierno, a quienes supuestamente hayan cometido el fraude.  El Departamento de Justicia puede sumarse a esa demanda, y si ésta prospera el demandante puede recibir un porcentaje de los fondos recuperados.  La FCA brinda protección a los empleados frente a represalias de sus empleadores.  

La FCA se ha convertido en uno de los mecanismos más eficaces para que los demandantes y el Gobierno repriman las actividades fraudulentas, generando miles de millones de dólares en transacciones.
  No obstante, recientes decisiones que requieren pruebas más estrictas han hecho más difícil que se formulen demandas en el marco de la FCA.  Algunos demandantes han exhortado al Congreso a aclarar el nivel de pruebas exigible y a reforzar la ley.

CAPÍTULO TERCERO

ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO VI DE LA CONVENCIÓN)

1. Tipificación de actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención

a. ¿Tipifica su país como delitos los actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención que se transcriben en este acápite del cuestionario? 

Estados Unidos penaliza adecuadamente los actos de corrupción descritos en el artículo VI (1) de la Convención, a nivel federal y estatal, inclusive en el marco de disposiciones referentes al lavado de dinero (18 U.S.C. § 1956) y la responsabilidad por complicidad, asistencia e incitación (18 U.S.C. § 2).
 


La legislación de los Estados Unidos, en combinación con (a) una bien definida responsabilidad para personas jurídicas, incluidas compañías; (b) ley general de decomiso e incautación de activos; (c) capacidad de realizar operaciones encubiertas, y (d) utilización de negociaciones penales y mecanismos de declaración voluntaria, hacen sumamente eficaz el sistema de aplicación coercitiva de las normas sobre corrupción de los Estados Unidos, país que ha actuado más enérgicamente en esa esfera en los últimos años Muchos procesamientos penales dictados en los Estados Unidos, como los resultantes de la reciente investigación sobre abuso de grupos de presión y ulteriores declaraciones de culpabilidad, son seguidos abierta y activamente por los medios de difusión y por el público.  En el quinquenio 2001-2005 el Departamento de Justicia formuló cargos contra 5.749 personas por delitos de corrupción en organismos públicos a escala nacional, y logró 4.846 declaraciones de culpabilidad.  

2.  Aplicación de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en la misma, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2
a. ¿Ha acordado su Estado con otro u otros Estados Parte aplicar la Convención en relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2? En caso de que haya respondido afirmativamente a la respuesta anterior, mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de los respectivos acuerdos o convenios.

Estados Unidos es parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y de la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) para combatir el soborno de funcionarios públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales.  Estados Unidos ha suscrito, pero no ratificado, la Convención de Derecho Penal contra la Corrupción, del Consejo de Europa, y participa activamente en otros programas de lucha contra la corrupción y en políticas y declaraciones en esa esfera en todas partes del mundo, incluida la Cumbre de las Américas y diversos foros de cooperación económica Asia-Pacífico.


Estados Unidos ha sido evaluado por el Grupo de Trabajo de la Convención de la OCDE, que concluyó que había implementado las prohibiciones contenidas en las normas de penalización del soborno en el extranjero en “forma detallada y general”.
  No obstante, expresó preocupación sobre la posible utilización indebida de “pagos de facilitación”, que están exentos de la prohibición contenida en la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero sobre sobornos en el exterior.
  Según el Comentario a la Convención de la OCDE, “los pequeños pagos ‘de facilitación’ no constituyen pagos efectuados ‘para obtener o retener negocios u otras ventajas impropias’ en la acepción del párrafo 1, por lo cual tampoco constituyen delito.  Esos pagos, que en algunos países se realizan para inducir a los funcionarios públicos a cumplir sus funciones, por ejemplo para emitir licencias o permisos, en general son ilegales en el país extranjero de que se trata”.  Sugiere que los países “hagan frente a ese fenómeno corrosivo por mecanismos tales como otorgamiento de respaldo para programas de buena gobernanza”.  En el sector privado existe creciente apoyo a la eliminación del uso de pagos de facilitación, que no están permitidos expresamente por la Convención Interamericana contra la Corrupción ni por la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.


Estados Unidos ha llevado adelante vigorosamente la tramitación de casos enmarcados en la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero (“FCPA”).  Al 31 de octubre de 2007 el Departamento de Justicia ha instituido 14 procesamientos, cifra sin precedentes para un mismo año.  Muchos actos de aplicación coercitiva de la FCPA recientes se han planteado debido a que las compañías dieron a conocer voluntariamente al Gobierno potenciales violaciones.  La decisión de si y cuando una compañía debe dar a conocer al Gobierno de los Estados Unidos una violación real o potencial de su programa de lucha contra el soborno suele ser difícil.  El Gobierno de los Estados Unidos ha hecho hincapié en que las declaraciones voluntarias, combinadas con otras formas de cooperación que comprenden, en algunos casos, la dispensa de la doctrina del producto del trabajo y el privilegio abogado-cliente, puede mitigar sustancialmente, o inclusive eliminar, sanciones que se impondrían si las violaciones de la FCPA fueran directamente detectadas por el Gobierno.  No obstante, sería beneficioso para el sistema que se aclararan mejor los beneficios de esa revelación, incluido su impacto sobre el privilegio abogado-cliente.  


La intensificación de las actividades de aplicación coercitiva de normas sigue reduciendo los recursos de que disponen el Departamento de Justicia y la Comisión de Valores y Bolsas, cuyas esferas de competencia se superponen en los casos de la FCPA.  El presupuesto y los recursos de personal de ambos organismos deberían incrementarse,


Estados Unidos lleva a cabo programas generales de promoción de la asistencia judicial mutua y cooperación técnica (véase el Capítulo V del Informe de la Sociedad Civil al Comité de Expertos, 31 de enero de 2005).  Participa en el programa piloto de creación de un mecanismo de seguimiento para la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, y respalda activamente los esfuerzos encaminados a ampliar el alcance y la implementación de la Convención a escala mundial.  Es esencial que respalde plenamente y participe activamente en un eficaz sistema de seguimiento.
� 	Véase � HYPERLINK "https://www.fpds.gov" ��https://www.fpds.gov�.  El “análisis tendencial” contenido en este sitio web muestra que en el ejercicio de 2006 Estados Unidos gastó más de US$415.000 millones en adquisiciones.





� 	Dos organismos del Poder Ejecutivo – la Administración Federal de Aviación y la Administración de Seguridad del Transporte, dependientes del Departamento de Seguridad Interior – están exentos del cumplimiento del FAR y de ciertas leyes sobre adquisiciones.  No obstante, cada uno de ellos ha elaborado reglamentos paralelos sobre adquisiciones que reflejan la mayor parte de los principios y requisitos básicos del FAR.  


� 	GAO-07-155R (15 de noviembre de 2006), que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.gao.gov/special.pubs/bidpro06.pdf" ��http://www.gao.gov/special.pubs/bidpro06.pdf�.  En el ejercicio de 2006 la GAO recibió 1.327 protestas.  No se dispone de datos específicos sobre protestas presentadas a nivel de los organismos y ante la Corte de Reclamaciones Federales, pero las protestas presentadas ante este último órgano fueron menos numerosas, lo que probablemente obedece al costo y a la formalidad relativos de las actuaciones que ante él se siguen.  


� 	Véase, por ejemplo, “Ex funcionario de adquisiciones de la Fuerza Aérea liberado de la cárcel”, GovExec.com (3 de octubre de 2005), que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.govexec.com/dailyfed/1005/100305k2.htm" ��http://www.govexec.com/dailyfed/1005/100305k2.htm�; “Ex ‘No.3’ de la CIA declarado culpable por encaminar contratos a un amigo”, CNN.com, (13 de febrero de 2007), que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.cnn.com/2007/LAW/02/13/cia.foggo/index.html" ��http://www.cnn.com/2007/LAW/02/13/cia.foggo/index.html�; “Un informe da cuenta de abusos cometidos por un ex parlamentario”, NYTimes.com (18 de octubre de 2006), que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.nytimes.com/2006/10/18/washington/18inquire.html?_r=1&n=Top/Reference/Times%20Topics/People/C/Cunningham,%20Randy&oref=slogin" ��http://www.nytimes.com/2006/10/18/washington/18inquire.html?_r=1&n=Top/Reference/Times%20Topics/People/C/Cunningham,%20Randy&oref=slogin�.





� 	El estudio fue realizado por el Panel Asesor sobre Adquisiciones creado conforme a la sección 1423 de la Ley de Reforma de Adquisiciones de Servicios de 2003, sancionada en el contexto de la Ley de Autorizaciones de Defensa Nacional correspondiente al ejercicio de 2004, Pub. L. No. 108-136, 117 Stat. 1663 (2003).


� 	Véase Instituto Federal de Adquisiciones, “Encuesta sobre competencias de la fuerza de trabajo de contrataciones, 2007 – Análisis general”, octubre de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.whitehouse.gov/omb/procurement/workforce/workforce_comp_survey_101707.pdf" ��http://www.whitehouse.gov/omb/procurement/workforce/workforce_comp_survey_101707.pdf�.





� 	Véase, por ejemplo, “El uso de contratistas por parte del Departamento de Estado aumenta pronunciadamente en cuatro años”, New York Times (24 de octubre de 2007) (en un estudio se “constató que son demasiado pocos los oficiales estadounidenses en Iraq que hacen cumplir las normas” que se aplican a los contratistas del Departamento de Estado).


� 	Para obtener acceso a los informes de la SIGIR, véase � HYPERLINK "http://www.sigir.mil/reports/Default.aspx" ��http://www.sigir.mil/reports/Default.aspx�; véase también Declaración de Stuart W. Bowen, Jr., Inspector General Especial para la Reconstrucción de Iraq, ante el Subcomité sobre Estado, Operaciones en el Exterior y Programas Conexos, Comité de Apropiaciones, Cámara de Representantes de los Estados Unidos, 30 de octubre de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-017T.pdf" ��http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-017T.pdf�.


� 	 Declaración de Joseph McDermott, Inspector General Adjunto-Auditorías, Oficina del Inspector General Especial para la Reconstrucción de Iraq, ante la Cámara de Representantes de los Estados Unidos, Comité de Apropiaciones, Subcomité sobre Defensa, jueves 10 de mayo de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-010T.pdf" ��http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-010T.pdf�; Reconstrucción de Iraq, Enseñanzas en materia de contrataciones y adquisiciones, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.sigir.mil/reports/pdf/Lessons_Learned_July21.pdf" ��http://www.sigir.mil/reports/pdf/Lessons_Learned_July21.pdf�.


� 	Declaración de Stuart W. Bowen, Jr., Oficina del Inspector General Especial para la Reconstrucción de Iraq, ante la Cámara de Representantes de los Estados Unidos, Comité de Asuntos Judiciales, Subcomité sobre Delitos, Terrorismo y Seguridad Interior, martes 19 de junio de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-012T.pdf" ��http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-012T.pdf�.


� 	Declaración de Stuart W. Bowen, Jr., Oficina del Inspector General Especial para la Reconstrucción de Iraq, ante el Subcomité sobre Estado, Operaciones en el Exterior y Programas Conexos, Comité de Apropiaciones, Cámara de Representantes de los Estados Unidos, 30 de octubre de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-017T.pdf" ��http://www.sigir.mil/reports/pdf/testimony/SIGIR_Testimony_07-017T.pdf�.  





�	 Los vehículos de contrataciones se adjudican a múltiples contratistas y de por sí no requieren cierto desempeño, sino que se emiten solicitudes individuales conforme a esos instrumentos a los múltiples contratistas, que luego presentan propuestas para que sean consideradas.  


� 	Para obtener información adicional, véase el sitio en Internet de la OSC, en � HYPERLINK "http://www.osc.gov" ��http://www.osc.gov�.


� 	Véase 5 USC § 1213(h).


�	 “Informantes confidenciales de Servicios de Seguridad Nacional”, Servicios de Investigaciones del Congreso, 30 de diciembre de 2005, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.pogo.org/m/gp/gp-crs-nsw-12302005.pdf" ��http://www.pogo.org/m/gp/gp-crs-nsw-12302005.pdf�.  En los últimos diez años se ha reducido el número de actos que dejan sin efecto represalias contra informantes confidenciales.  En 2005-06 aproximadamente el 2,5% de los casos de la OSC dieron lugar a medidas favorables a dichos informantes.  Ese tipo de medidas disminuyeron de 120 en 1995 a 40 en 2006, según la declaración de Beth Daley, POGO, ante el Subcomité de Fuerza de Trabajo Federal, Servicio Postal y el Distrito de Columbia de la Cámara Baja sobre “Garantías de un sistema de empleo basado en el mérito:  Examen de la Junta de Protección de Sistemas de Mérito y de la Oficina del Asesor Jurídico Especial”, 12 de julio de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.pogo.org/p/government/gt-070712-osc.html" ��http://www.pogo.org/p/government/gt-070712-osc.html�.


� 	Decisión de la Junta de Protección del Sistemas de Mérito, Schott, Jiggetts, Younger versus Departamento de Seguridad Interior, 12 de agosto de 2004, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.mspb.gov/netsearch/viewdocs.aspx?docnumber=249068&version=249340&application=ACROBAT" ��http://www.mspb.gov/netsearch/viewdocs.aspx?docnumber=249068&version=249340&application=ACROBAT�.


� 	Oficina del Asesor Jurídico Especial, “El Papel de la Oficina del Asesor Jurídico Especial de los Estados Unidos”, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.osc.gov/documents/pubs/oscrole.pdf" ��http://www.osc.gov/documents/pubs/oscrole.pdf�.


� 	“Informantes confidenciales de Servicios de Seguridad Nacional”, Servicio de Investigaciones del Congreso, 30 de diciembre de 2005, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.pogo.org/m/gp/gp-crs-nsw-12302005.pdf" ��http://www.pogo.org/m/gp/gp-crs-nsw-12302005.pdf�.


� 	Ley de Fortalecimiento de la Protección de Informantes Confidenciales de 2007, H.R.  985.  Véase un resumen de esta ley en http://oversight.house.gov/documents/20070213145031-52587.pdf.


� 	Ley Sarbanes-Oxley, de 2002, PL 107-204, 116 Stat 745.  


� 	18 USC § 1514A.


� 	5 USC Apéndice § 1.


� 	“Preguntas frecuentemente formuladas sobre IG”, IGNet, � HYPERLINK "http://www.ignet.gov/igs/faq1.html" ��http://www.ignet.gov/igs/faq1.html�.


� 	“La Cámara Baja sanciona el Proyecto de Ley Cooper de Reforma del Sistema de Vigilantes por 404 votos contra 11”, Representante Jim Cooper, 3 de octubre de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.cooper.house.gov/index.php?option=com_content&task=view&id=145&Itemid=1" ��http://www.cooper.house.gov/index.php?option=com_content&task=view&id=145&Itemid=1�.  


� 	31 U.S.C. § 3729 y siguientes.


� 	“Reseña de estadísticas sobre fraude:  1 de octubre de 1986 a 30 de septiembre de 2006”, Departamento de Justicia, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.taf.org/stats-fy2006.pdf" ��http://www.taf.org/stats-fy2006.pdf�.


�	 FraudMailAlert, Fried, Frank, Harris, Shriver & Jacobson LLP, 11 de abril de 2007, que puede consultarse en � HYPERLINK "http://www.friedfrank.com/siteFiles/Publications/F4B074D166A9A3B25187961FBF3E3E75.pdf" ��http://www.friedfrank.com/siteFiles/Publications/F4B074D166A9A3B25187961FBF3E3E75.pdf�.  


�	Véase, por ejemplo, 18 U.S.C. §§ 201(b)(1) y (c)(1)(A) (soborno de funcionarios públicos y testigos); 210 (oferta para la adquisición de cargos públicos que se llenan por designación directa); 371 (asociación para cometer un delito contra los Estados Unidos); 599 (promesa de designación por un candidato); 641 (desfalco de dineros públicos, otros bienes o registros por cualquier persona); 645 (desfalco cometido por funcionarios de cortes federales); 654 (funcionario o empleado de los Estados Unidos que convierte bienes de otro); 666 (hurto o soborno referente a programas que reciben fondos federales); 1341 (fraude postal); 1343 (fraude cablegráfico); 1346 (maniobra o artificios para defraudar a un tercero, privándolo del derecho intangible a obtener servicios honestos); 1952 (viajes o transportes interestatales e internacionales de asistencia a empresas mafiosas); 1961-63 (organizaciones bajo la influencia de mafias y corruptas, o RICO; y 15 U.S.C. §§ 78m y 78dd-1 y siguientes (Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero).  Una lista exhaustiva de leyes estadounidenses aplicables en materia de lucha contra la corrupción se encuentra en � HYPERLINK "http://www.state.gov/documents/organization/91995.pdf" ��www.state.gov/documents/organization/91995.pdf�.


� 	Grupo de Trabajo de la OECD sobre Soborno, Informe de la Fase 1 sobre la Implementación por parte de Estados Unidos.


�	 La exención tiene el texto siguiente “No se aplicarán las subsecciones (a) e (i) de la presente sección a ningún acto de facilitación o aceleración del pago a un funcionario, partido político o funcionario de partido político extranjero cuyos efectos consistan en acelerar o lograr la realización de un acto gubernamental de rutina por parte de un funcionario, partido político o funcionario de partido político extranjero”.





